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PATRIA POTESTAD. EL SUPUESTO NORMATIVO QUE IMPONE S U PÉRDIDA 
POR ABANDONO INJUSTIFICADO DEL HOGAR CONYUGAL POR M ÁS DE 6 
MESES, ES UNA SANCIÓN CIVIL QUE TRANSGREDE EL ARTÍC ULO 22 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICAN OS. 
Del indicado precepto se advierte que la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos proscribe cualquier tipo de sanción excesiva (penal, civil, administrativa, 
etcétera), lo que incluye, entre otras, las que afecten a terceras personas vulnerables 
y no involucradas, así como las que no contengan las reglas adecuadas para que las 
autoridades impositoras puedan fijar su monto o cuantía según su gravedad. A partir 
de esta base, la pérdida de la patria potestad como consecuencia de la declaración 
de divorcio por abandono injustificado del hogar conyugal por más de 6 meses es 
una sanción civil que transgrede el artículo 22 constitucional, pues aunque no es 
inusitada, sí resulta excesiva, toda vez que tiene por efecto privar absolutamente de 
la titularidad de derechos derivados de la patria potestad al cónyuge culpable, que 
presenta, además, el riesgo de afectar el interés superior del niño (ya que el 
abandono del hogar conyugal no implica necesariamente el abandono del niño), de 
manera que el carácter excesivo y desproporcional de dicha medida deriva de la 
posibilidad de que produzca un impacto sobre terceros vulnerables e indefensos. 
Asimismo, es inconstitucional porque el legislador ha establecido -a priori- la sanción 
de pérdida de la patria potestad para todo abandono injustificado del hogar conyugal, 
sin dejar al juzgador la posibilidad de graduarla o de imponer una medida alternativa 
(por ejemplo, una simple suspensión de la patria potestad), lo que impide valorar la 
pertinencia de aplicar o no dicha sanción según las particularidades del caso 
concreto, siendo que el legislador no debe descartar, en abstracto, la posibilidad de 
que la pérdida de la patria potestad lejos de beneficiar, afecte los derechos del niño. 
 
Contradicción de tesis 21/2006-PL. Entre las sustentadas por la Primera y la 
Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 28 de junio de 2007. 
Mayoría de seis votos. Disidentes: Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Margarita 
Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Mariano Azuela 
Güitrón y Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretario: Fernando Silva García. 



 
El Tribunal Pleno, el veinte de mayo en curso, aprobó, con el número 61/2008, la 
tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a veinte de mayo de dos 
mil ocho. 
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COPIAS CERTIFICADAS PARA LA SUSTANCIACIÓN DEL JUICI O DE AMPARO. 
ESTÁ PROHIBIDO EL COBRO DE CUALQUIER CONTRIBUCIÓN P OR 
CONCEPTO DE SU EXPEDICIÓN. 
El derecho fundamental de tutela judicial efectiva contenido en el artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos comprende, entre otros, los 
subprincipios de acceso a la tutela jurisdiccional y de la abolición de las costas 
judiciales y la gratuidad de la justicia, los cuales consisten en la obligación del Estado 
mexicano de garantizar que todas las personas que lo requieran puedan someter sus 
conflictos ante los tribunales en condiciones de equidad, y en que el gobernado no 
debe pagar por la administración de justicia, pues dicho servicio es gratuito. Ahora 
bien, los indicados principios cobran plena aplicación respecto de la expedición de 
copias certificadas a cargo de las autoridades, necesarias para la sustanciación del 
juicio de garantías, en razón de que el artículo 3o. de la Ley de Amparo establece 
una condición genérica de gratuidad, que no solamente implica la abolición de las 
costas, sino que se amplía como una prohibición del cobro por la expedición de las 
copias referidas, incluso por concepto de los materiales necesarios para su 
reproducción, a condición, desde luego, de que efectivamente sean trascendentes en 
el amparo respectivo; por tanto, la expedición de las indicadas copias certificadas por 
parte de las autoridades debe ser completamente gratuita. 
 
Contradicción de tesis 35/2005-PL. Entre las sustentadas por el Octavo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, el Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Circuito (actualmente Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito), el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia del Trabajo del Primer Circuito, el Segundo Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Primer Circuito (actualmente Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer Circuito), el Primer Tribunal 
Colegiado del Décimo Sexto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Sexto Circuito. 29 de marzo de 2007. Unanimidad de ocho votos. Ausentes: 
Genaro David Góngora Pimentel, José de Jesús Gudiño Pelayo y Sergio A. Valls 
Hernández. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto Ávila Ornelas. 



 
El Tribunal Pleno, el doce de mayo en curso, aprobó, con el número 37/2008, la tesis 
jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a doce de mayo de dos mil 
ocho. 
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SOBRESEIMIENTO POR CAMBIO DE SITUACIÓN JURÍDICA. PR OCEDE 
DECRETARLO RESPECTO DE LA ORDEN DE APREHENSIÓN RECL AMADA SI 
DEL INFORME JUSTIFICADO APARECE QUE SE SUSTITUYÓ AL  HABERSE 
DICTADO AUTO DE FORMAL PRISIÓN. 
Si del informe con justificación aparece que el acto reclamado originariamente (una 
orden de aprehensión) ha sido sustituido por uno diverso (el auto de formal prisión), 
por cuya virtud se genera un cambio en la situación jurídica del quejoso, el Juez de 
Distrito debe decretar el sobreseimiento, pues al ser la improcedencia del juicio de 
garantías una cuestión de orden público y estudio preferente, el juzgador está 
obligado a decretarlo en cuanto aparece la causal, sin dar vista previa al quejoso, 
aunque tal circunstancia se conozca con la rendición del informe justificado. Lo 
anterior se corrobora con las consideraciones sustentadas por la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la contradicción de tesis 26/2002-
PL, de la que derivó la tesis 2a./J. 10/2003, publicada con el rubro: 
"SOBRESEIMIENTO. PROCEDE DECRETARLO FUERA DE LA AUDIENCIA 
CONSTITUCIONAL, CUANDO SE ACTUALICE UNA CAUSAL DE 
IMPROCEDENCIA, MANIFIESTA E INDUDABLE.". Además, esta solución no se 
opone a la regla emitida en la tesis P./J. 15/2003, de rubro: "AMPLIACIÓN DE LA 
DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. SUPUESTOS EN LOS QUE PROCEDE.", 
que permite ampliar la demanda de amparo incluso si ya se rindió el mencionado 
informe, pues con dicho criterio el Tribunal en Pleno no obliga al juzgador a permitir 
la ampliación en todos los casos, sino sólo cuando sea ineludible la vinculación entre 
el acto originalmente reclamado y el nuevo, lo cual no puede predicarse cuando ha 
operado cambio de situación jurídica en términos del artículo 73, fracción X, de la Ley 
de Amparo; sin que pueda considerarse que ello afecta al quejoso, quien puede 
combatir el auto de sobreseimiento a través de la revisión o promover otra demanda 
de garantías respecto del nuevo acto. 
 
Contradicción de tesis 129/2007-PS. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y de Trabajo del Séptimo Circuito. 30 de enero de 2008. Unanimidad 



de cuatro votos. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: José 
de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Miguel Bonilla López. 
 
Tesis de jurisprudencia 17/2008. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión de fecha seis de febrero de dos mil ocho. 
 
Nota: Las tesis 2a./J. 10/2003 y P./J. 15/2003, citadas, aparecen publicadas en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XVII, 
marzo de 2003, página 386 y XVIII, julio de 2003, página 12, respectivamente. 
 
 
 
 
 


